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Resol. Serie “B” N° 50
En la Ciudad de Santiago del Estero, a los dieciocho días del mes de mayo de dos mil veintiuno, la Sala Criminal, Laboral y Minas del Excmo. Superior Tribunal de Justicia, integrada por el Dr. Eduardo José Ramón Llugdar, como Presidente, y los Dres. Ana Rosa Rodriguez y Eduardo Federico Lopez Alzogaray, como Vocales y, a los efectos del art. 188 de la Constitución Provincial, con los Dres. Luis Roberto Juarez Quiroga y Analia Paez, asistidos por la Secretaria Judicial Autorizante, Dra. Karina Chaud Nigro, a los efectos de resolver el recurso interpuesto contra la resolución de fs. 536/539 vta. del Expte. Nº 19.335 – Año 2019 – Autos: “Suarez Norberto Raul y otro c/ Sindicato de Empleados de Comercio de la Banda s/ Acción de Revisión de Expulsión del Art. 9 – Casación Laboral”. Establecido el orden de pase a estudio, resultó designado para hacerlo en primer término la Dra. Ana Rosa Rodriguez, y en segundo y tercer lugar, los Dres. Eduardo Federico Lopez Alzogaray y Eduardo José Ramón Llugdar, respectivamente; y a los efectos del art. 188 de la Constitución Provincial, los Dres. Luis Roberto Juarez Quiroga y Analia Paez. 

La  Sra. Vocal, Dra. Ana Rosa Rodriguez dijo:



Visto:



Para resolver en los autos del epígrafe el recurso de casación interpuesto a ff. 542/546 por los apoderados de los actores contra la sentencia de la Cámara Apelaciones de Trabajo y Minas de Primera Nominación de fecha once de octubre de dos mil dieciocho, obrante a ff. 536/539.--------------------------------------------------


Y Considerando:



I) Que los recurrentes se agravian de la decisión del Tribunal de Segunda Instancia en cuanto la misma declara la incompetencia del fuero laboral de la justicia ordinaria provincial para entender en los presentes obrados.----------------------------------------


Señalan los casacionista que el pronunciamiento de la Cámara pasa por alto las pretensiones de las partes, habiéndose trabado la litis sin que ninguno de los litigantes haya planteado cuestión alguna acerca de la competencia.----------------------------------------------


Añaden que la sentencia recurrida se aparta del criterio sostenido por la Cámara que considera que el Tribunal no tiene la obligación de investigar cuáles son los errores cometidos en la instancia inferior, sino que estos, si los hubiere, deben ser demostrados por quien pretende la revocación del pronunciamiento.---------------


Sostienen asimismo que la Cámara declara la incompetencia para evitar de esa forma entender en una cuestión espinosa, como es la remoción de dos miembros de la comisión directiva de un Asociación Sindical de Empleados de Comercio del Departamento Banda.-------------


Que para declarar la incompetencia se basaron en preceptos del Código Procesal Civil y Comercial, dejando de lado las regulaciones del propio Código Procesal Laboral, infringiendo de esa forma el principio de especialidad que rige en materia laboral.-----------------


Manifiestan también que el sindicato demandado no tiene representación nacional sino departamental, específicamente en el departamento Banda de esta provincia, cuestión que -señalan- fue totalmente soslayada por la Cámara al declarar la incompetencia de la justicia provincial.-----------------------------------------------


Se agravian asimismo los casacionistas de que la sentencia de la Cámara es violatoria del art. 16 inc. “c” de la Constitución Provincial que establece el derecho a peticionar a las autoridades y obtener respuesta fehaciente y acceder a la jurisdicción y a la defensa de sus derechos.---------------------------------------------


También consideran que la sentencia atacada vulnera los incs. 6 y 8 del art. 20 de la Constitución Provincial que consagra entre los derechos de los trabajadores el derecho a la defensa de los intereses profesionales, individuales y colectivos.-----------------


Manifiestan que la Cámara vulnera el principio de tutela judicial efectiva, consagrado en el art. 48 de la Constitución Provincial al no pronunciarse sobre el fondo de la cuestión sometida a juicio.-------------------


Sostienen asimismo que el tribunal a-quo se arroga facultades legislativas al determinar que la cuestión de autos es de competencia federal, la cual no se encuentra legislada de esa forma en la ley 23.551.--------


Por último reproducen los agravios expresados en la apelación interpuesta contra la sentencia de primera instancia que rechazó la demanda, los cuales giran en torno  a dos cuestiones, por un lado la arbitraria y errónea ponderación de la prueba por parte de la magistrada de grado; y, por otro lado, el impedimento del ejercicio del derecho de defensa de los actores, quienes han sido expulsados mediante un procedimiento -según señalan los casacionistas-, irregular.--------------------


En virtud de todo ello solicitan que se haga lugar a la casación, se revoque la sentencia de Cámara que declara la incompetencia y, se haga lugar a los agravios expresados en el escrito de apelación.--------------------


II) Dictamen Fiscal



A ff. 556/559 el Sr. Fiscal General emite el correspondiente dictamen y señala que, el recurso de casación debe ser rechazado en virtud de que no puede calificarse de irracional o absurdo al pronunciamiento atacado en virtud de que, amén de que ninguna de las partes haya planteado la incompetencia de la justicia provincial para entender en el caso de marras, la misma es de orden público, pudiendo por lo tanto en cualquier instancia ser declarada.----------------------------------


Añade que la Ley 23.551 establece la competencia de los juzgados provinciales para los casos específicos de amparo sindical, cuestiones vinculadas a prácticas desleales y acciones de exclusión de tutela sindical, reinstalación al puesto de trabajo o reestablecimiento de las condiciones de labor, quedando el supuesto de revisión de sanciones en el ámbito del Ministerio de Trabajo de la Nación en primer lugar, y, en sede judicial, la Justicia Nacional del Trabajo.-------------------------------------


En virtud de ello aconseja rechazar la casación bajo estudio.---------------------------------------------


III) Admisibilidad



Que atento a lo dispuesto por el art. 193 del Código Procesal Laboral Ley 7.049 (CPL), corresponde en este estadío procesal expedirse previamente sobre la admisibilidad formal de la casación bajo estudio.---------


Amén del examen efectuado en su oportunidad por la Cámara de Apelaciones, este Alto Cuerpo, como tribunal del recurso, se encuentra facultado y debe en esta instancia, controlar todos los recaudos de admisibilidad formal de la casación incoada, a fin de evitar un dispendio jurisdiccional innecesario, que atente contra los principios de celeridad y economía procesal consagrados en el art. 1º del CPL.------------------------


En dicha tarea, y de las constancias de la causa, se advierte que la casación ha sido deducida en el plazo fijado a tal fin (ff. 540 y 546 vta.), contra sentencia de Cámara de Apelación obrante a ff. 536/539, equiparable a definitiva en tanto si bien no se pronuncia sobre los planteos de fondo, torna imposible la continuación del proceso (art. 183 CPL). El recurso se encuentra fundamentado en los términos del art. 186 del CPL y al ser trabajadores quienes deducen la casación, no corresponde el depósito del art. 188 del CPL.-------------


IV) Consideraciones Previas



Superado así el examen de admisibilidad impuesto por el art. 193 primera parte del referido cuerpo legal, no es en vano recordar que este Tribunal viene señalando el carácter extraordinario de la vía casatoria y el criterio restrictivo con el que, como tribunal del recurso, revisa los pronunciamientos de mérito de los tribunales inferiores.------------------------------------


Quedan de ese modo en el ámbito de la casación sólo las impugnaciones de orden jurídico o las que denuncien, expongan y acrediten de modo acabado, que la resolución recurrida ha incurrido en evidente arbitrariedad, esto es, en quebrantamiento palmario de las leyes de la lógica, apartamiento de las constancias de autos y/o grosera desinterpretación material de alguna prueba con la consecuente denuncia de infracción a las normas que la rigen.--------------------------------------


V) Que en su escrito recursivo y de acuerdo a los antecedentes de la litis que explaya, los casacionistas censuran y sostienen en lo esencial, que la sentencia dictada, al declarar la incompetencia de la justicia provincial, ha incurrido en violación de los arts. 16, 20 y 48 de la Constitución Provincial y errónea aplicación de la Ley 23.551.------------------------------


Además de ello señalan que el tribunal preopinante incurre en violación al principio de especialidad, el cual debe primar en materia laboral, ya que aplica preceptos del Código Civil y Comercial, dejando de lado los preceptos específicos del Código Procesal Laboral. Basados en dichos motivos, solicitan al Tribunal de Casación que dicte sentencia, haciendo lugar al recurso.--------------------------------------------------


VI) Ingresando al análisis de los agravios de los casacionistas, en primer lugar es menester determinar si la justicia provincial es competente o incompetente para entender en el caso de marras, ya que la Cámara ha declarado la incompetencia, frente a lo cual se han alzado los casacionistas interponiendo el recurso bajo estudio.--


VI. a) Del análisis de la competencia:



En esa faena es menester en primer lugar recurrir a las normas que regulan la materia. El CPL regula en su art. 3º la competencia al decir que: “Los Jueces del trabajo conocerán en: (…) i) En las cuestiones de derecho colectivo del trabajo, conforme a las leyes en la materia y a la competencia jurisdiccional que se prevean en las mismas.”-----------------------------------


Es decir que declara la competencia de la justicia laboral provincial en cuestiones de derecho colectivo del trabajo, sujetando la misma a las leyes que regulen la materia. Ello remite específicamente a la Ley 23.551 de Asociaciones Sindicales y el Decreto Nº 467/88 reglamentario de dicha ley.-------------------------------


La referida Ley de Asociaciones Sindicales en su art. 62 establece la competencia exclusiva de la Cámara Nacional de Apelación del Trabajo para las siguientes cuestiones: “a) Las acciones que promueva la autoridad administrativa del trabajo; b) Los recursos contra resoluciones administrativas definitivas que decidan sobre el otorgamiento, de personería gremial, encuadramiento sindical u otros actos administrativos de igual carácter, una vez agotada la instancia administrativa; c) La demanda por denegatoria tácita de una personería gremial; d) La demanda por denegatoria tácita de una inscripción; e) Las acciones de encuadramiento sindical que se promuevan por haber vencido el plazo establecido para que se pronuncie la autoridad administrativa, sin que ésta lo hubiera hecho; f) Los recursos previstos en el artículo 36 de esta ley.”-----------------------------------------------------


Por su parte el art. 63 establece la competencia de los tribunales laborales de las jurisdicciones locales para: “a) Las cuestiones referentes a prácticas desleales; b) Las acciones previstas en el artículo 52; c) En las acciones previstas en el artículo 47.”--------------------


Ahora bien, el Decreto Nº 467/1988, reglamentario de la Ley 23.551 establece en su quinto párrafo que: “La expulsión del afiliado es facultad privativa de la asamblea o congreso extraordinario. El órgano directivo sólo está facultado para suspender preventivamente al afiliado cuando llegare a su conocimiento una causal de expulsión, pudiendo recomendarla a la asamblea o congreso en cuyo supuesto deberá elevar los antecedentes del caso. También en este supuesto el afiliado tendrá derecho a participar en las deliberaciones con voz y voto, si le correspondiere. Los afiliados sólo serán pasibles de expulsión si se acreditare que se hallan comprendidos en alguno de los siguientes supuestos: a) Haber cometido violaciones estatutarias graves o incumplido decisiones de los cuerpos directivos o resoluciones de las asambleas, cuya importancia justifique la medida; b) Colaborar con los empleadores en actos que importen prácticas desleales declaradas judicialmente; c) Recibir subvenciones directas o indirectas de los empleadores con motivo del ejercicio de cargos sindicales; d) Haber sido condenado por la comisión de delito en perjuicio de una asociación sindical; e) Haber incurrido en actos susceptibles de acarrear graves perjuicios a la asociación sindical o haber provocado desórdenes graves en su seno. La resolución que imponga la expulsión podrá ser revisada por la justicia laboral a instancias del afectado.”-----------


En ese contexto normativo, el fallo recurrido establece que: “El Ministerio de Trabajo de la Nación es autoridad de aplicación de la Ley de Asociaciones Sindicales estará facultado entre otras cuestiones, para resolver sobre la legalidad del procedimiento para disponer la sanción (conf. art. 56, ley 23.551); y, en su caso, la Justicia Nacional del Trabajo la competente para el conocimiento de los recursos y acciones que regula la propia ley 23.551 para su control (arts.59/62). En tales supuestos los jueces provinciales no tienen competencia para entender en este tipo de conflictos.”----------------


Sin embargo, la Doctrina y la Jurisprudencia nacionales -mayoritarias- consideran que el Ministerio de Trabajo de la Nación no es competente para intervenir en los conflictos intrasindicales, como el supuesto de autos, en el que se está requiriendo la revisión de una sanción de expulsión.---------------------------------------------


En este sentido, Ricardo J. Cornaglia sostiene de manera tajante que "los actos de expulsión no pueden ser revisados por la autoridad de aplicación, existiendo sobre ellos sólo el natural control judicial. En tal sentido, el decreto reglamentario abrió una sola vía al respecto, y ella es la de la justicia laboral ordinaria", citando jurisprudencia que avala esta posición (C. Nac. Trab., sala 2ª, sent. del 29/9/1994, "Asociación Argentina de Actores v. Estado Nacional - Ministerio de Trabajo s/ Ley de Asociaciones Sindicales", con voto de los Dres. Rodríguez, González y Bermúdez [en disidencia]; Corte Sup. en "Alari, Blas J. v. Federación Obreros y Empleados de la Industria del Papel, Cartón y Químicos", 1/1/1984, Fallos 306:216 y C. Nac. Trab., sala 3ª, sent. del 3/7/1990, "Federación del Personal de Vialidad Nacional v. Dirección Nacional de Asociaciones Sindicales - Ministerio de Trabajo de la Nación s/acción de amparo", con voto del Dr. Ricardo Guibourg). (Las cuestiones de competencia, admisibilidad, procedimiento y alcance de la revisión judicial ante la expulsión de un afiliado de asociación sindical. Tobar, Jorge G. Publicado en: Jurisprudencia Argentina Cita Online: 0003/402081).----------------------


Asimismo, la propia autoridad de aplicación (Ministerio de Trabajo) se ha pronunciado al respecto sosteniendo en el caso que: “El Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social de la Nación ha resuelto que la cuestión de la expulsión de un afiliado de una entidad sindical "excede la competencia de dicha autoridad de aplicación, ello por cuanto a fin de formar criterio respecto de la eficacia jurídica de lo actuado por la entidad sindical, no sólo corresponde valorar las cuestiones formales sino también las causas que dieron origen al procedimiento sancionatorio, siendo esta última (causas) competencia exclusiva del órgano jurisdiccional, por lo que de considerarlo pertinente, deberán llevar a conocimiento de la justicia el planteo formulado en autos". (Expte. administrativo 360372/2005, "Ferreyra, Miguel Á. v. Asociación Obrera de la Industria del Transporte Automotor de Córdoba - AOITA", dictamen de fecha 10/1/2006, en el ámbito de la Dirección Nacional de Asociaciones Sindicales del organismo, firmado por la Dra. Rena G. Hanono, el que resulta compartido en idéntica fecha por la Dra. Elena O. de Otaola, subdirectora nacional de Asociaciones Sindicales de dicha repartición nacional).------------------------------------------------


Volviendo a las previsiones del Decreto Nº 467/1988, el mismo establece que la resolución de expulsión podrá ser revisada por la justicia a instancia del interesado, pero no especifica si es jurisdicción provincial o nacional el fuero laboral que intervendrá en la revisión de la expulsión del afiliado.-----------------


En este sentido, la interpretación que hace Ricardo J. Cornaglia sostiene que “el decreto reglamentario abrió una sola vía al respecto, y ella es la de la justicia laboral ordinaria”. (Cornaglia, Ricardo J., "Derecho Colectivo del Trabajo: Derecho Sindical", Ed. La Ley, Buenos Aires, 2004, p. 211).-------------------------


La doctrina y jurisprudencia mayoritaria coincide con dicha interpretación, ya que la Corte Suprema de Justicia de la Nación tiene criterio sentado en cuanto a que lo atinente al régimen que regula las asociaciones sindicales es cuestión de orden común, lo que puede apreciarse en innumerables casos, vgr., "UTGHRA v. Hotel California", "Federación Gráfica Argentina v. Establecimiento Keen y otros", "Federación de Obreros y Empleados de la Industria del Papel, Cartón, Químicos y Afines" y "Sindicato Único de Trabajadores de Espectáculos Públicos v. Estado Nacional - Ministerio de Trabajo", entre otros. (Las cuestiones de competencia, admisibilidad, procedimiento y alcance de la revisión judicial ante la expulsión de un afiliado de asociación sindical. Tobar, Jorge G. Publicado en: Jurisprudencia Argentina Cita Online: 0003/402081).----------------------


Por su parte, Guillermo A. F. López expresa que "la resolución que imponga la expulsión podrá ser revisada por la justicia laboral a instancias del afectado. Aunque el decreto reglamentario no lo indique, entendemos que tal revisión debe efectuarse por vía del proceso ordinario; lo cual implica en la Capital Federal, la actuación en primera y segunda instancia", resultando en las provincias competentes materialmente los tribunales locales del fuero laboral. (López, Guillermo A. F., "Derecho de las Asociaciones Sindicales. Ley 23551 y su reglamentación", 2ª ed. actualizada, Ed. La Ley, Buenos Aires, 2000, p. 109).-----------------------------------------------------


A ello se debe añadir que, de toda la normativa y la doctrina y jurisprudencia analizadas, no surge ninguna previsión normativa ni criterio jurisprudencial o doctrinario que determine expresamente, de modo exclusivo y excluyente, la competencia de la Justicia Nacional del Trabajo para casos como el de marras. El art. 62 de la Ley 23.551 legisla y establece la competencia exclusiva de la Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo para los siguientes casos: “a) Las acciones que promueva la autoridad administrativa del trabajo; b) Los recursos contra resoluciones administrativas definitivas que decidan sobre el otorgamiento, de personería gremial, encuadramiento sindical u otros actos administrativos de igual carácter, una vez agotada la instancia administrativa; c) La demanda por denegatoria tácita de una personería gremial; d) La demanda por denegatoria tácita de una inscripción; e) Las acciones de encuadramiento sindical que se promuevan por haber vencido el plazo establecido para que se pronuncie la autoridad administrativa, sin que ésta lo hubiera hecho; f) Los recursos previstos en el artículo 36 de esta ley.”--------


Los recursos del art. 36 de la ley a la que se refiere el inciso “f” antes transcripto, versa sobre la intervención que pueda disponer el máximo órgano deliberativo de las asociaciones sindicales de grado superior respecto de las de grado inferior. Dicha decisión es recurrible por ante la Cámara Nacional del trabajo.----


El objeto principal tratado en el caso de marras, revisión de la sanción de expulsión de los actores dispuesta por el Sindicato de Empleados de Comercio de La Banda, no figura dentro de los supuestos taxativamente enumerados en el art. 62 de la Ley 23.551 por lo que, siendo el juez natural una garantía amparada por la Constitución Nacional -y por los tratados incorporados a ella-, cualquier restricción a dicha garantía debe ser de aplicación restrictiva y en casos que estén expresamente regulados legalmente y que su finalidad y puesta en práctica coloque al trabajador en una mejor posición -lo cual no sucede en el caso bajo estudio-.------------------


De acuerdo con el art. 75, inc. 12, CN., el Estado Federal tiene la facultad de dictar los Códigos de fondo, no pudiéndose alterar las jurisdicciones locales. La competencia federal es de por sí restrictiva de excepción y con atribuciones limitadas a los casos del art. 116, CN.---------------------------------------------


En cuestiones de derecho colectivo de trabajo -de derecho común- el estado provincial tampoco ha delegado en el gobierno nacional la potestad de regular y organizar la competencia sobre la materia, por lo que, hacer una interpretación extensiva y amplia del art. 62 de la Ley 23.551 y en base al mismo determinar que para los supuestos como el de marras sea competente la Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, se contrapone no sólo con la garantía constitucional del juez natural, sino también con el principio republicano de división de poderes y el sistema federal de gobierno.-----------------


Sustraer de la competencia material del fuero laboral local el tratamiento de la expulsión de un afiliado a una entidad sindical vulneraría las garantías de juez natural contenidas en las Constituciones Nacional y provincial. (Las cuestiones de competencia, admisibilidad, procedimiento y alcance de la revisión judicial ante la expulsión de un afiliado de asociación sindical. Tobar, Jorge G. Publicado en: Jurisprudencia Argentina Cita Online: 0003/402081).----------------------


A mayor abundamiento, la CSJN se ha pronunciado sobre un supuesto similar en el que mediante una ley nacional se pretende sustraer de la competencia ordinaria de los juzgados provinciales, las cuestiones atinentes a accidentes de trabajo. (CSJN, 7/9/2004, "Castillo, Ángel S. v. Cerámica Alberdi S.A.", JA 2004-IV-757).------------


Sobre el particular la doctrina considera que: “Siendo el conflicto de accidentes de trabajo regulado por la ley 24.557 una cuestión de derecho común, el Estado Nacional no puede invadir la facultad de las provincias sustrayendo de intervenir a las justicias locales en los conflictos de aplicación e interpretación de la LRT., ya que las provincias no han delegado en el Estado Federal su potestad de reglar el procedimiento y la jurisdicción, que debe intervenir en los accidentes y enfermedades laborales.” (La Corte Suprema de Justicia de la Nación y la declaración de la inconstitucionalidad del procedimiento ante las Comisiones Médicas de la Ley de Riesgos del Trabajo. Schick, Horacio. Publicado en: La Ley Online. Cita Online: 0003/401897).------------------------


En virtud de todo lo antes dicho, cabe concluir que la Justicia Laboral local es competente para entender en la revisión -art. 9 Dto. 467/1988- de la sanción de expulsión dispuesta por un sindicato respecto a alguno de sus afiliados, razón por la cual la sentencia del tribunal a-quo debe ser revocada.----------------------------------


VI. b) De las cuestiones de fondo:



Sentado ello y en el marco de lo dispuesto por el art. 193 segundo párrafo del CPL, corresponde ingresar a los agravios planteados como fondo de la cuestión, es decir, los agravios expresados por los casacionistas en su escrito de  apelación que no han sido tratados por la Cámara, al haberse la misma declarado incompetente. ------


Los agravios que fundan dicha apelación interpuesta oportunamente por los casacionistas son los siguientes:



- Omisión por parte de la jueza de primera instancia de valorar los instrumentos públicos aportados por su parte mediante los cuales acreditan irregularidades ocurridas en el seno del sindicato de empleados de comercio de La Banda.-------------------------------------


- Omisión de valorar el contenido de las actas notariales mediante las cuales se notificó a los actores de la realización de la asamblea en la que se dispuso la expulsión de los mismos. Señalan que en dicha acta no se especificaron los hechos que habrían provocado desorden dentro del seno de la institución demandada afectando de esa forma su derecho de defensa.--------------------------


- Errónea valoración de los testimonios ofrecidos por la demandada, ya que las personas cuyo testimonios valoró la jueza de primera instancia al momento de dictar sentencia, son las mismas respecto de las cuales sus representados han denunciado irregularidades.------------------------------------------


- Omisión por parte de la jueza de grado de valorar la incompatibilidad objetiva del Sr. Norberto Suárez respecto a la falta que se le atribuyó y en base a la cual se lo expulsó, ya que el mismo era Secretario de Organización y carecía de facultades de manejo de dinero y/o cobranzas.--------------------------------------------


- Impedimento de ejercer el derecho de defensa por parte de los actores, en cuanto los mismos han sido imputados por imprecisas causales, las cuales no obran en ninguna de las notificaciones a ellos cursadas ni tampoco en el registro de actas de asamblea. Señalan que no hay constancia en el acta de asamblea de que los actores hayan podido ejercer su derecho de defensa.---------------------


- El cambio en la causal de expulsión de los socios, habiéndose en un primer momento invocado la causal enumerada en el inciso “e” del art. 9 del Dto. Nº 467 que refiere a: “Haber incurrido en actos susceptibles de acarrear graves perjuicios a la asociación sindical o haber provocado desórdenes graves en su seno”; y luego, al contestar demanda, los demandados expresaron que: “...los accionantes fueron desplazados por efecto de su obrar delictivo, defraudatorio de la institución gremial...”.---


Como se puede apreciar, algunos de los agravios se relacionan con la valoración de la prueba que realizara la magistrada de primera instancia, y, los restantes, con cuestiones de derecho.------------------------------------


Ahora bien, el objeto de la acción que diera origen al presente proceso está dado por cuatro pretensiones bien definidas: cuestionamiento de la procedencia de la suspensión por 30 días de los actores; cuestionamiento de la sanción de expulsión; haberes caídos; e, indemnización por daños.-----------------------


A fin de sostener las impugnaciones de la suspensión en primer lugar, y expulsión posteriormente, señalan por un lado que no existen elementos que justifiquen ninguna de las dos sanciones (suspensión y expulsión) dispuestas por el demandado.-------------------


Además de ello, manifiestan que en ninguna de las dos sanciones, se ha respetado el procedimiento ni el derecho de defensa de sus comitentes, desoyendo al mismo tiempo las graves acusaciones que ellos han realizado respecto a los miembros de la comisión directiva.---------


Es menester pues compulsar las pruebas incorporadas a autos a fin de determinar si los agravios de los recurrentes encuentran sustento en las mismas.-----


A ff. 140/168 se agrega contestación de oficio dirigido al Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social de la Nación mediante el cual se incorpora a autos copia certificada del acta de expulsión; cartas documentos dirigidas a los actores notificando dicha expulsión; dictamen producido por la Dirección Nacional de Asociaciones Sindicales; informe del Veedor del MTE y SS que fiscalizó dicha asamblea.-----------------------------


De dicha documentación surge que los actores han sido notificados mediante acta notarial de la convocatoria a la reunión especial de la comisión directiva que se realizó el día 04 de abril de 2012; y, que también han sido notificados a través del mismo medio, de la convocatoria a la asamblea extraordinaria realizada el 25 de abril de 2012 en la que se decidió la expulsión de ambos accionantes.----------------------------------------


Se advierte asimismo que a la asamblea extraordinaria llevada a cabo el día 25/04/2012 en la que se decidió la expulsión de los actores, ha concurrido el Sr. Dante Colombo Lucatelli, veedor del Ministerio de Trabajo de la Nación.-------------------------------------


Mediante la contestación de dicho oficio también se ha incorporado Dictamen legal realizado por el asesor legal de la Dirección Nacional de Asociaciones Sindicales, en el que expresa que: “...considero que el procedimiento disciplinario llevado a cabo sobre las personas de los Señores NORBERTO RAUL SUAREZ y JUAN MARCELO QUIROGA, se ha ajustado a derecho. En efecto, ambos encartados fueron convocados mediante notificación fehaciente a partir de la reunión del órgano directivo celebrada en fecha 04/04/2012, y así lo hicieron, en la cual se les aplicó una suspensión de treinta (30) días en sus funciones y se convocó a la Asamblea Extraordinaria para tratar sus sanciones definitivas. Los cargos que se les imputaban quedaban suficientemente claros en las comunicaciones que se les cursaran. Y luego se lleva a cabo la Asamblea Extraordinaria de fecha 25/04/2012, en la cual se decide por mayoría la revocación de los mandatos de los Señores NORBERTO RAUL y JUAN MARCELO QUIROGA. Estos participan con voz durante el transcurso de la misma, por lo cual tuvieron oportunidad de hacer uso de su derecho de defensa.”-------------------------------------------------


Constituye ello una prueba esencial para la dilucidación del fondo de la cuestión.--------------------


Cabe asimismo poner de manifiesto que las irregularidades invocadas como causal de suspensión primero y de expulsión después de los actores, han sido corroboradas por los testimonios vertidos en la Audiencia de Vista de la Causa. Varios testigos han corroborado el modo irregular en que se manejaron los actores, por ejemplo el testigo Víctor Valentín Salto Corvalan (ff. 292/295); el testigo Oscar Alberto Escobar (ff. 299 vta./302), que si bien pertenecían a la entidad demandada, sus testimonios no sólo no han sido desvirtuados por los actores, sino que además son contestes con las restantes pruebas.--------------------------------------------------


Valoración aparte merece el testimonio de la Sr. Elena Elizabeth Kozameh (ff. 302/303), quien era encargada del Supermercado Emilio Luque de la localidad de La Banda, es decir, no tenía vinculación alguna con la entidad demandada. Dicha testigo refiere que conocía a los actores porque eran quienes todos los meses pasaban por el local a su cargo, a cobrar la cuota de afiliación sindical, pero que en determinado momento recibió un llamado de la casa central de Emilio Luque informándole que había una deuda con el sindicato de empleados de comercio, frente a ello, dicha testigo habló directamente con el secretario general del SEC de La Banda para pedir explicaciones de qué era lo que estaba sucediendo ya que ella tenía todos los comprobantes de pago de todos los meses pero a pesar de ello había una deuda. Al compulsar los registros contables del sindicato surge que efectivamente existía deuda, es decir, los actores percibían el importe correspondiente a la afiliación sindical, emitían el correspondiente recibo, pero no rendían dicho dinero al sindicato.----------------


Todo ello ha sido valorado y meritado por la magistrada de grado al momento de dictar sentencia, por lo que los dichos de los recurrentes de que: “...la sentenciante busca evitar inmiscuirse en el quehacer de la entidad sindical demandada, escudándose a tal efecto en los principios de la libertad sindical que establece la Ley 23.551...”, carecen total y absolutamente de fundamentos.----------------------------------------------


Es decir que, el Sindicato de Empleados de Comercio de La Banda, había constatado las irregularidades antes referidas (haber incurrido en actos susceptibles de acarrear graves perjuicios a la asociación sindical o haber provocado desórdenes graves en su seno), imputables a los actores, quienes en un primer momento han sido suspendidos y luego  expulsados, respetando para ello el debido proceso y garantizando el derecho de defensa de los Sres. Suárez y Quiroga.-----------------------------------
       En consecuencia, los vicios que los casacionistas atribuyen a la sentencia de primera instancia carecen de sustento, ya que, del análisis de las pruebas incorporadas a autos no se advierte que en la expulsión de los actores se haya producido una violación al derecho de defensa de los mismos, ni que se haya hecho ello mediante un procedimiento irregular, todo lo cual ha sido valorado y meritado por la magistrada de grado.----------------------


Por lo expuesto, y oído que fuere el Sr. Fiscal General, Voto por: I) Hacer lugar parcialmente al recurso de casación interpuesto por los apoderados de los actores a ff. 542/546 contra la sentencia de la Excma. Cámara de Trabajo y Minas de Primera Nominación del 12 de octubre de 2018 obrante a ff. 536/539. En consecuencia II) Revocar la sentencia de la Cámara en cuanto declara la incompetencia del Fuero Laboral Provincial para intervenir en la presente causa. En el marco de lo dispuesto por el art. 193 2do. párrafo del CPL III) Confirmar la sentencia de primera instancia obrante a ff. 497/503, por los fundamentos vertidos en el presente decisorio. IV) Eximir de costas a la recurrente vencida, conforme lo dispuesto por el art. 62 in fine del CPL.---------------------------


A estas mismas cuestiones, el Dr. Eduardo Federico Lopez Alzogaray, dijo: Que comparte los argumentos esgrimidos por la Vocal preopinante, Dra. Ana Rosa Rodriguez, emitiendo su voto en idéntico sentido.



A las mismas cuestiones, el Dr. Eduardo José Ramón Llugdar, dijo: Que se adhiere en un todo a lo sustentado por la Dra. Ana Rosa Rodriguez votando en igual forma. Con lo que se dió por terminado el Acto, firmando los Sres. Vocales, por ante mí, que doy fe. Fdo: Ana Rosa Rodriguez - Eduardo Federico Lopez Alzogaray - Eduardo José Ramón Llugdar –Ante mí: Dra. Karina Chaud Nigro – Secretaria Judicial Autorizante – Es copia fiel del original, doy fe.
Santiago del Estero, dieciocho de mayo año dos mil veintiuno.



En mérito al resultado de la votación que antecede, la Sala Criminal, Laboral y Minas del Excmo. Superior Tribunal de Justicia, Resuelve: I) Hacer lugar parcialmente al recurso de casación interpuesto por los apoderados de los actores a ff. 542/546 contra la sentencia de la Excma. Cámara de Trabajo y Minas de Primera Nominación del 12 de octubre de 2018 obrante a ff. 536/539. En consecuencia II) Revocar la sentencia de la Cámara en cuanto declara la incompetencia del Fuero Laboral Provincial para intervenir en la presente causa. En el marco de lo dispuesto por el art. 193 2do. párrafo del CPL III) Confirmar la sentencia de primera instancia obrante a ff. 497/503, por los fundamentos vertidos en el presente decisorio. IV) Eximir de costas a la recurrente vencida, conforme lo dispuesto por el art. 62 in fine del CPL. Protocolícese, expídase copia para agregar a autos, hágase saber y oportunamente archívese. Fdo: Ana Rosa Rodriguez - Eduardo Federico Lopez Alzogaray - Eduardo José Ramón Llugdar –Ante mí: Dra. Karina Chaud Nigro – Secretaria Judicial Autorizante – Es copia fiel del original, doy fe.
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